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AbstrAct: The article compares how the 
gender identity of trans women deprived of 
liberty in Colombia and Mexico has been 
legally protected. The argument that guides 
the development is that, despite the exis-
tence of multiple international and national 
instruments that protect the human rights 
of the trans population deprived of liberty, 
they do not find minimum validity in the 
reality of both countries. On the contrary, 
both in Colombia and in Mexico there is a 
profound non-observance of the minimum

Recepción: 21 de enero de 2022 Iran guerrero andrade* 

Linda Alexandra ruiz urrea**Aceptación: 5 de septiembre de 2022

resumen: El artículo compara cómo se ha 
protegido jurídicamente la identidad de gé-
nero de las mujeres trans privadas de la li-
bertad en Colombia y México. El argumen-
to que guía el desarrollo es que, a pesar de 
existir múltiples instrumentos internaciona-
les y nacionales que protegen los derechos 
humanos de las personas trans privadas de 
la libertad, éstos no encuentran vigencia 
mínima en la realidad de ambos países. Por 
el contrario, tanto en Colombia como en 
México existe una profunda inobservancia
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“En la prisión el cuerpo humano entra en 
un mecanismo de poder que lo explora, lo 
desarticula y lo recompone”.
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de los criterios mínimos de derechos huma-
nos al momento de determinar la asigna-
ción carcelaria de las mujeres trans.
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privadas de la libertad aplicable en Colombia y México. V. Mar-
co jurídico de protección de los derechos de las personas trans 
privadas de la libertad en Colombia. VI. Marco jurídico de 
protección de los derechos de las personas trans privadas 
de la libertad en México. VII. Conclusiones. VIII. Fuentes 

consultadas.

i. introduCCión

En Vigilar y castigar, Michel Foucault analizó las prisiones modernas 
como espacios donde el cuerpo humano entra en un “mecanismo de poder 
que lo explora, lo desarticula y lo recompone” (Foucault, 2002, p. 135), 
donde los castigos se sustituyen por nuevas tecnologías de poder para “co-
rregir las almas” y hacer a los ciudadanos “dóciles y útiles”. En sintonía, 
Goffman, al referirse a las instituciones totales, incluida la prisión, señaló 
que cuando una persona ingresa a ellas sufre una serie de “depresiones, 
degradaciones, humillaciones y profanaciones del yo” (2001, p. 27); ini-
ciadas con la asignación de números, desvestir al nuevo interno, bañarlo, 
desinfectarlo, cortarle el pelo, etcétera, que en conjunto pueden denomi-
narse como procedimientos de programación o de preparación para iniciar 
su proceso de moldeamiento y clasificación como objeto.

Si las personas “normales” sufren las implicaciones del proyecto disci-
plinario de la prisión, de la degradación del yo y su situación permanece 
al margen de la vida social, la invisibilidad, la humillación y las técnicas 
de disciplinamiento se acentúan cuando se trata de personas disidentes 
del canon de la normalidad heteronormativa. Particularmente, cuando 
se trata de personas que además de ser transgresoras del discurso bio-
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lógico binario dominante de ser hombre o mujer, presentan una mayor 
propensión a sufrir múltiples violencias por las interseccionalidades que 
les atraviesan.

En el artículo, por medio de una metodología comparativa del marco 
de protección de la identidad de género para las personas trans privadas de 
la libertad que sufren esas tecnologías de poder, nos encargamos de reali-
zar un análisis del marco jurídico de Colombia y México a partir de pre-
guntarnos cómo se protege la identidad de género de las mujeres trans pri-
vadas de la libertad en Colombia y México; cuál es la situación carcelaria 
de las mujeres trans en esos países; específicamente, si hay observancia de 
la voluntad y se respeta el consentimiento de las mujeres trans al mo-
mento de decidir sobre el alojamiento en los establecimientos carcelarios, 
bien sea en la estructura de hombres o de mujeres.

Responder a los anteriores interrogantes se vuelve relevante si se toma 
en cuenta que en Latinoamérica los estudios sobre la situación de per-
sonas trans en contextos carcelarios apenas comienza a discutirse y vi-
sibilizarse (Parra y Bello, 2016; Constan, 2022; Segato, 2007), debido 
al énfasis de las investigaciones sobre las cárceles como espacios donde 
se coloca a los grupos “desechables” del capitalismo y se castiga a las 
poblaciones estigmatizadas (Wacquant, 2000) de acuerdo con la raza, la 
clase, la etnia y el sexo (Ariza y Zambrano, 2012; Bello, 2015; Pérez, 
2018; Segato, 2007).

Por eso, si bien entendemos a las prisiones como sitios de estructura 
sexo binaria, donde se disciplina, moldea, hacina, deja morir a los cuer-
pos prescindibles (Parra y Bello, 2016) y no se cumple la reinserción 
social (Constan, 2022), nuestra finalidad es realizar un estudio descrip-
tivo y analítico (Arzaluz, 2005; Carazo, 2006; Lahitte et al., 2010) de 
las fuentes normativas, manuales, jurisprudencia, operaciones de Estado, 
organismos no gubernamentales y procesos estructurales de Colombia y 
México.

De igual manera, con el trabajo pretendemos dar cuenta de algunos 
avances formales logrados en el campo del derecho para la protección de 
las personas trans privadas de la libertad en Colombia y México. Esta po-
blación, que hasta 2021 —según los registros oficiales de la Dirección 
General del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC)1 y del 

1 Información recuperada del censo realizado por la Dirección General del Instituto 
Nacional Penitenciario y Carcelario al interior de los Establecimientos de Reclusión del 
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Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI)—,2 se compone de 
202 personas trans en el caso de Colombia y 457 personas en el de México.

La hipótesis que guía el hilo conductor de la contribución es que a pe-
sar de existir múltiples instrumentos internacionales de derechos huma-
nos que amparan a las personas trans privadas de la libertad, éstos no en-
cuentran vigencia mínima en las realidades de Colombia y México. Por el 
contrario, en ambos países latinoamericanos existe una profunda inobser-
vancia de los criterios mínimos del derecho internacional de los derechos 
humanos al momento de la determinación del alojamiento de las personas 
trans privadas de su libertad, particularmente en el caso de las mujeres.

Para el análisis, partimos de la premisa de que uno de los principios 
orientadores de clasificación “para la distribución en los establecimientos 
penitenciarios de los individuos condenados tiene como base el sexo, la 
personalidad...” (Foucault, 2002, p. 266); de ahí que las cárceles sean es-
pacios en los que se reproducen las dinámicas sociales en torno a la cons-
trucción del sexo, donde imperan significantes respecto al discurso bio-
lógico de lo que representa ser hombre o mujer, y donde se resguarda el 
género y la sexualidad, por lo que aquellos cuerpos e identidades disiden-
tes —etiquetados como “anormales” en la sociedad— expresan desafíos 
para las autoridades penitenciarias y para los Estados.

La estructura del artículo la dividimos de la siguiente manera: en el 
segundo apartado (II) realizamos una breve discusión conceptual en torno 
a la prisión. En el tercero (III), nos encargamos del análisis del contexto 
que atraviesa a las mujeres trans privadas de la libertad en Colombia y 
México. En el cuarto apartado (IV) desarrollamos el marco del derecho 
internacional de los derechos humanos de las personas privadas de la li-
bertad aplicable para ambos países. En el quinto y sexto apartados (V-VI) 
abordamos, respectivamente, los marcos nacionales de protección de la 
identidad de género de ambos países, sus principales alcances y su tute-
la en algunos casos jurisprudenciales. Finalmente, cerramos con algunas 
conclusiones sobre la necesidad de transformar las prácticas carcelarias, 

Orden Nacional (ERON) en 2021. En él, 1,949 personas se autoidentificaron como po-
blación LGBTI.

2  Información recuperada de la Encuesta Nacional de Población Privada de la Li-
bertad (ENPOL) que aplicó en 2021 el Instituto Nacional de Estadística y Geografía 
(INEGI) en 203 centros de penitenciarios en el ámbito federal y estatal. El informe arrojó 
una población total de 220,500 personas internas, de las cuales el 5% se autoidentificaron 
como trans (66% mujeres trans y 34% hombres trans).
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con el propósito de que se reconozca y respete la identidad de género de 
las mujeres trans en prisión (VII).

ii. disCusión ConCePtual

El surgimiento de la prisión entre los siglos XVIII y XIX, como una nueva 
racionalidad de la pena introducida en el derecho, fue presentada como 
la humanización del castigo y el avance de las ciencias humanas (Bec-
caria, 2015; Lardizábal, 2005; Marat, 2000). Los reformadores europeos 
señalaron que los suplicios, las penas crueles y los espectáculos punitivos 
del medievo —como la picota, la rueda, el látigo y la horca— demostraban 
la ausencia de la razón. Por eso, los espectáculos punitivos fueron desa-
pareciendo de los códigos penales en Europa, y la prisión se estableció 
sin mayores cuestionamientos como la principal forma de castigar en la 
modernidad.

Un siglo después, Foucault (2002) cuestionó esta racionalidad penal 
humanista y todas sus posteriores reordenaciones emprendidas desde la 
psicología, la criminología, la psiquiatría, etcétera. Para él, al contrario de 
ser un avance en el desarrollo de la humanidad, la prisión significó el sur-
gimiento de una nueva economía política en el castigo dirigida a castigar 
el alma; aplicada sobre los cuerpos para disciplinarlos, volverlos dóciles, 
modificar sus conductas y trastocar su interior por medio de rutinas, patro-
nes de vigilancia, tácticas y técnicas de poder (Foucault, 2002).

Siguiendo estas aproximaciones, De Dardel (2015) señala que las me-
didas administrativas introducidas en países de Latinoamérica en torno a 
las cárceles son políticas criminales diseñadas en función de tecnologías 
de control que eliminan las subjetividades de las personas, sus vínculos 
sociales, y donde se somete a una dominación total. Por su parte, Parra y 
Bello (2016), al utilizar el concepto de “necropolítica” de Mbembe (2011), 
apuntan que la prisión es un espacio de poder que reduce los cuerpos a 
la destrucción —mundo de muerte—, por las condiciones asignadas para 
su existencia, y donde las políticas de los gobiernos autoritarios se vuelven 
espacios representativos de las formas en que operan los mecanismos re-
presores sobre los grupos más vulnerables (Parra y Bello, 2016).

Suscribimos las anteriores propuestas para el estudio y caracterización 
de las prisiones en general. Sin embargo, consideramos importante apuntar 
que, así como Rita Segato (2007) llama la atención sobre la selectividad 
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de la justicia y el componente colonial de las cárceles en América Latina 
—por medio de su correlato del orden racial—, es necesario advertir que el 
efecto colonial se magnifica aún más sobre los cuerpos y las sexualidades 
disidentes, debido a que la regulación de las prisiones, en tanto se configu-
ra de acuerdo con los valores heteropatriarcales (y falocéntricos) y castiga, 
por medio de la asignación carcelaria, a los cuerpos e identidades disiden-
tes de la normalidad sexual de múltiples formas.

iii. Contexto de las mujeres trans Privadas 
de la libertad en Centros PenitenCiarios 

de Colombia Y méxiCo

El elemento que distingue la práctica penitenciaria de los criterios de ubi-
cación de las personas trans detenidas en Colombia y México gira en tor-
no a dos extremos. Por un lado, existe una tendencia en no considerar la 
identidad de género, mucho menos la orientación sexual de las personas, 
al momento de su clasificación dentro de la estructura carcelaria. Por el 
otro, existe la creación de pabellones especiales para las personas gays o 
trans que les segrega del resto de la población o les limita en el acceso a los 
programas educativos y laborales que disponen las prisiones (Asociación 
para la Prevención de la Tortura, 2019).

Para el caso de Colombia, el Código Penitenciario y Carcelario señala 
que las personas privadas de la libertad en los centros de reclusión son se-
paradas por categorías según su sexo, edad, naturaleza del hecho punible, 
personalidad, antecedentes y condiciones de salud física y mental (Ley 65, 
artículo 63). Su clasificación es competencia de la junta de distribución de 
patios y asignación de celdas de cada establecimiento de reclusión (Re-
solución 006349, artículo 36). Según el Instituto Nacional Penitenciario 
y Carcelario (INPEC), la institución tiene destinados establecimientos de 
reclusión diferentes para hombres y para mujeres, o bien estructuras sepa-
radas dentro de un mismo establecimiento.3

Respecto a las personas lesbianas, gays, bisexuales y trans, el Regla-
mento General de los Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional 
expresa que la clasificación de las personas privadas de libertad se basa en 
lo dispuesto en la aplicación del principio de enfoque diferencial (Reso-

3 Información obtenida por los autores por medio de una solicitud de derecho de la 
información.
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lución 006349, artículo 36). El artículo 36 de este Reglamento dispone 
que la orientación sexual, la identidad de género y la expresión de género 
de una persona no pueden ser criterios para su clasificación al interior de 
los establecimientos de reclusión. El mismo instrumento, con el objetivo 
de proteger la vida e integridad personal de las personas LGBTI dentro de 
los centros de reclusión, contempla que la administración y las personas 
privadas de libertad deben acordar espacios especiales o exclusivos para 
su protección sin generar la exclusión de las mismas.

No obstante, el anterior artículo no expresa que se deba tomar en cuenta 
el consentimiento o voluntad de las mujeres trans en la decisión que adop-
te cada Junta de Distribución de Patios y Asignación de Celdas sobre la 
ubicación de éstas dentro de los establecimientos de reclusión. Por esa ra-
zón, indagamos —mediante una solicitud de derecho de la información 
ante la Dirección General del INPEC— los criterios que aplica la Junta 
para determinar a qué estructura (masculina-femenina) son remitidas las 
personas trans (mujer trans-hombre trans) que ingresan a prisión. La res-
puesta proporcionada por la Dirección fue la siguiente:

Respecto de la población trans, es preciso mencionar que no se tiene ERON 
(sic) especial, sino que ellos y ellas son privados de la libertad en estable-
cimientos de reclusión de acuerdo con su sexo, pero aplicando el principio 
rector de enfoque diferencial, consagrado en la Ley 1709 de 2014, que a 
su vez fue integrado dentro del Reglamento General —Resolución 006349 
del 19 de diciembre de 2016— que actualmente nos rige. En ese sentido 
el Instituto adopta medidas diferenciales en el tratamiento a las personas 
OS/IGD, con la finalidad de visibilizar, proteger y garantizar sus derechos.

No obstante, es preciso indicar, que aun, no habiendo norma que regule 
puntualmente este asunto, sí tenemos algunos casos de mujeres trans que 
han sido ubicadas en Reclusiones de Mujeres y esto debido a que, en la 
orden de privación de la libertad emitida por las autoridades judiciales, así 
se ha ordenado específicamente.4

Lo señalado por las autoridades del INPEC permite inferir que no se tie-
ne en cuenta la voluntad o el consentimiento informado de las mujeres 
trans en la decisión que adopta cada Junta de Distribución de Patios y 

4 Respuesta del INPEC luego de una petición de derecho de la información presen-
tada por los autores.
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Asignación de Celdas sobre su ubicación al interior de los establecimien-
tos de reclusión colombianos.

Para el caso mexicano, la situación carcelaria de las mujeres trans no 
es distinta a la que se experimenta en Colombia. Incluso, hay algunos ele-
mentos que apuntan a enmarcar el contexto mexicano como de menor ob-
servancia de los estándares internacionales de derechos humanos para las 
personas trans privadas de la libertad. Por ejemplo, si bien existen algunas 
aproximaciones sobre el número de personas privadas de la libertad que 
forman parte de esta población, lo cierto es que no existe un registro oficial 
donde de manera clara se puedan consultar.

Los datos disponibles están construidos a partir de la dicotomía hombre/
mujer, y señalan que hasta junio de 2021, 220,393 personas se encontraban 
en situación carcelaria. De ese total, 207,996 eran hombres, y 12,397 mu-
jeres (Cuaderno Mensual de Información Estadística Penitenciaria Nacio-
nal, Prevención y Readaptación Social, 2021). La Comisión Nacional de 
Derechos Humanos (CNDH) dentro del Diagnóstico Nacional de Super-
visión Penitenciaria de 2019, registró a nivel nacional la peor calificación 
(6.54) (donde 10 es la mayor), precisamente dentro del rubro en cuanto al 
tratamiento a grupos de personas con requerimientos específicos, donde 
además asignó la calificación 3.91 en lo relacionado con la ubicación por 
seguridad de las personas LGBTI.

Un aspecto alarmante registrado con la forma de operar de los centros 
penitenciarios en México es la clara ausencia de un protocolo que atienda 
las singularidades y requerimientos de la población LGBTI, particular-
mente de las mujeres trans (CNDH, 2018). La propia CNDH ha destacado 
en sus informes la falta de un registro focalizado que permita determinar 
su ubicación y sus necesidades específicas, así como la nula toma de pa-
recer de la voluntad de la población reclusa para evitar sufrir maltratos y 
discriminaciones al momento de su asignación carcelaria.

Respecto a los criterios de ubicación y asignación del tipo de prisión, 
la Ley Nacional de Ejecución Penal en México únicamente sigue criterios 
de separación de acuerdo con el sexo, la situación procesal (sentenciados/
procesados) y la pena. A esto se debe agregar que la Comisión Nacional 
para Prevenir la Discriminación en México ha apuntado que las personas 
de la población LGBTI enfrentan obstáculos sustantivos en el ejercicio de 
sus derechos para acceder a empleos, desarrollarse libremente y ejercer 
su sexualidad e identidades. Restricciones que no son de extrañar si toma-
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mos en cuenta los arraigados prejuicios imperantes en el país que arrojan, 
en el mejor de los casos, la estigmatización de la diversidad; en el peor, el 
asesinato de personas de este grupo.5

Como se observa, los casos de Colombia y México coinciden con la 
tendencia encontrada por la Asociación para la Prevención de la Tortura 
(2019), que, en su guía de monitoreo para la protección de las personas 
LGBTI privadas de libertad, señaló que las prisiones eran administradas 
bajo el principio de separación conforme al sexo (bajo el binarismo hom-
bre/mujer),6 lo que implicaba una asignación carcelaria de las mujeres 
trans tanto en establecimientos para hombres como para mujeres.

A la luz de los dos casos, es necesario apuntar que aunque en ambos 
países se adopta el mismo patrón regulatorio, las decisiones sobre el alo-
jamiento de las personas LGBTI en los centros penitenciarios continúa 
como un tema sujeto a debate. No obstante, el informe “Mujeres trans 
privadas de libertad: la invisibilidad tras los muros”,7 advierte que la po-
lítica adoptada en la mayoría de los países de Latinoamérica de no con-
templar a las mujeres trans en las decisiones genera su peligrosa asigna-
ción en cárceles de hombres y se acentúa el riesgo de que sean víctimas 
de violencia sexual (Alfonsí et al., 2020, p. 13); como también pueden 
verse en una situación de sometimiento a la servidumbre forzada y a los 
servicios sexuales en prisión, situación documentada desde 2009 por la 
Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNDOC, 2009).

Este panorama alarmante y criminal del contexto carcelario para las mu-
jeres trans de ambos países contrasta dramáticamente con el robusto avan-
ce que se ha tenido en las resoluciones del Comité de Derechos Humanos 
de Naciones Unidas y de la jurisprudencia de la Corte Interamericana en 
torno a las temáticas que involucra a la población LGBTI (Ruiz y Guerre-
ro, 2022).

5 Tan sólo entre 2013 y 2017 se registraron oficialmente 381 asesinatos de personas 
LGBTI. Véase la ficha técnica de la Conapred, disponible en: http://www.conapred.
org.mx/userfiles/files/FichaTematica_LGBTI.pdf (fecha de consulta: 15 de octubre de 
2021).

6 Disponible en: https://www.apt.ch/es/resources/publications/por-una-proteccion-efec 
tiva-de-las-personas-lgbti-privadas-de-libertad-una (fecha de consulta: 4 de julio de 2021).

7 Disponible en: http://www.corteidh.or.cr/tablas/r37938.pdf (fecha de consulta: 5 de 
septiembre de 2021).
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iv. marCo del dereCHo internaCional de los dereCHos 
Humanos de las Personas trans Privadas 

de la libertad aPliCable en Colombia Y méxiCo

1. Sistema universal

El marco de protección de los derechos humanos de las mujeres trans pri-
vadas de la libertad en los centros penitenciarios de Colombia y México 
está compuesto por un conjunto de disposiciones generales de carácter 
internacional que ampara los derechos humanos de las personas privadas 
de la libertad. El primer instrumento donde se estipulan algunos de los ele-
mentos centrales para su protección es la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, que expresa enfáticamente que todos los seres humanos 
son iguales en dignidad y derechos, y que nadie debe ser sometido a actos 
de tortura, penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes (Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, artículos 1o. y 5o.).

Junto a la Declaración, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po-
líticos (y su Protocolo Facultativo),8 el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales,9 la Convención contra la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes;10 la Convención 
sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mu-
jer11 y la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas 
contra las Desapariciones Forzadas,12 son tratados y convenciones donde 

8 Aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas en diciembre de 1966 
y adoptado por Colombia el 29 de octubre de 1969 mediante la Ley 74 de 1968. Promul-
gado por el Congreso de la República el 12 de octubre de 1988 mediante el Decreto 2110 
de 1988, según el Diario Oficial. Entró en vigor el 23 de marzo de 1976.

9 Aprobado por la ONU en diciembre de 1966 y adoptado por Colombia el 29 de 
octubre de 1969 mediante la Ley 74 de 1968. Promulgado por el Congreso de la Repúbli-
ca el 12 de octubre de 1988 mediante el Decreto 2110 de 1988, según el Diario Oficial. 
Entró en vigor el 3 de marzo de 1976.

10 Aprobada por la ONU el 10 de diciembre de 1984, adoptada por Colombia el 8 
de diciembre de 1987 mediante la Ley 70 de 1986. Promulgada por el Congreso de la 
República el 26 de abril de 1988 mediante el Decreto 768 de 1988, según el Diario 
Oficial. Entró en vigor el 7 de enero de 1988.

11 Aprobada por la ONU el 18 de diciembre de 1979, adoptada por Colombia el 2 de 
junio de 1991 mediante la Ley 51 de 1981, según el Diario Oficial 35794. Entró en vigor 
el 18 de febrero de 1982.

12 Aprobada por la ONU el 20 de diciembre de 2006, adoptada por Colombia el 1o. de 
diciembre de 2010 mediante la Ley 1418 de 2010. Entró en vigor el 11 de julio de 2012.
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se contemplan múltiples derechos para su protección, que son vinculantes 
para los Estados firmantes.

A la par de los anteriores instrumentos, las Reglas Mínimas de las Na-
ciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos13 y los Principios Bási-
cos para el Tratamiento de los Reclusos14 son compendios especializados y 
de observancia en el tema de las personas privadas de la libertad. Las pri-
meras son conocidas como Reglas Nelson Mandela, y buscan garantizar la 
dignidad de las personas en tal situación, alcanzar un trato en función de 
su condición de seres humanos, al igual que obligar a las autoridades pe-
nitenciarias para que los expedientes contengan información precisa para 
determinar la identidad personal de quien está privada de la libertad, siem-
pre a la luz de respetar la identidad de género (Reglas Nelson Mande-
la, Regla 7a). Los segundos enmarcan la protección de las personas en 
sus derechos y libertades en sintonía con la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos.

En el mismo sentido se encuentran los Principios para la Protección de 
todas las Personas Sometidas a cualquier forma de Detención o Prisión,15 
donde se estableció la obligación de los Estados de supervisar regularmen-
te, vía personas calificadas y experimentadas, los lugares de detención, 
con el fin de velar por la observancia de las leyes y detectar vulneraciones 
a los derechos humanos (principio 29). Por su parte, las Reglas Mínimas 
de las Naciones Unidas sobre las Medidas no Privativas de la Libertad, 
también conocidas como las Reglas de Tokio,16 fomentan la aplicación de 
medidas no privativas de la libertad, por lo que la prisión se contempla 
como la última medida.

Otro instrumento internacional son las Reglas de las Naciones Unidas 
para el Tratamiento de las Reclusas y Medidas No Privativas de la Liber-
tad para las Mujeres Delincuentes, igualmente llamadas Reglas de Bang-

13 Adoptadas por la ONU en el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre 
Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y 
aprobadas por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones 663C (XXIV) de 31 de 
junio de 1957 y 2076 (LXII) de 13 de mayo de 1977.

14 Adoptados por la Asamblea General de la ONU mediante la Resolución 45/111 del 
14 de diciembre de 1990.

15 Adoptados por la Asamblea General de la ONU mediante la Resolución 43/173 del 
9 de diciembre de 1988.

16 Adoptadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 
45/110 del 14 de diciembre de 1990.
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kok,17 cuyo propósito fue complementar las reglas mínimas de tratamiento 
de las personas sujetas a detención y abordar de forma diferencial las nece-
sidades de las mujeres privadas de la libertad. De estas reglas se despren-
den obligaciones medulares en cuanto a la protección diferenciada para 
grupos minoritarios y pueblos indígenas que enfrentan múltiples formas 
de discriminación, así como la obligación de los centros de reclusión, de 
suministrar programas y servicios amplios que atiendan las necesidades 
de dichos grupos (previa consulta) (Reglas de Bangkok, regla 54).

De igual manera, los Principios Relativos a la Investigación y Docu-
mentación Eficaces de la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhuma-
nos o Degradantes18 se desarrollaron con el objetivo de conceder seguridad 
a las personas que denuncien torturas o malos tratos al interior de los cen-
tros penitenciarios y garantizar las herramientas necesarias que permitan 
tanto el esclarecimiento de las responsabilidades como la imparcialidad de 
las investigaciones (Resolución 55/89).

Otro instrumento fundamental para la protección de la orienta-
ción sexual y la identidad de género son los Principios de Yogyakarta. 
Éstos se adoptaron en 2006 por la Comisión Internacional de Juristas y 
el Servicio Internacional para los Derechos Humanos (UNODC, 2009), 
con la finalidad de ser parámetros integrales para la protección eficaz de 
la identidad de género y la orientación sexual, particularmente el principio 
9, donde se enmarca tanto el derecho que tiene toda persona privada de 
libertad de ser tratada humanamente como el considerar su orientación se-
xual e identidad género como elementos esenciales de la dignidad humana 
(Principios de Yogyakarta, principio 9).

Finalmente, la Declaración de Montreal sobre los Derechos Humanos 
de Lesbianas, Gays, Bisexuales y Transexuales, adoptada en 2006 por la 
Conferencia Internacional sobre los Derechos Humanos LGBTI, contem-
pla una serie de peticiones para la protección de las libertades fundamen-
tales de las personas, y concretamente en el caso de las personas trans, 
expresa la necesidad de amparar la igualdad y dignidad (Declaración de 
Montreal, 2006).

17 Adoptadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 
65/229 del 16 de marzo de 2011.

18 Adoptados por la Asamblea General de las Naciones Unidas mediante la Resolución 
55/89 del 4 de diciembre del 2000.
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2. Sistema interamericano

En el contexto interamericano hay, para los Estados parte, obligaciones 
de respeto y garantía de las personas privadas de la libertad, según lo ex-
presado en la Convención Americana sobre Derechos Humanos —Pacto 
de San José de Costa Rica— (Pacto de San José, artículo 1.1). Los artículos 
que especialmente amparan los derechos de las personas trans privadas de 
la libertad son el artículo tercero, que tutela el derecho al reconocimiento 
de la personalidad jurídica; el quinto, que expresa el derecho a la integri-
dad personal; el undécimo, que protege la honra y la dignidad, y el vigé-
simo cuarto, que reconoce el derecho de igualdad ante la ley.

Ahora, con independencia de que todas las personas son titulares de 
los derechos recogidos en la Convención Americana, existen instrumen-
tos adicionales que son orientadores para la protección de la identidad 
de género de las mujeres trans privadas de libertad: la Convención In-
teramericana para Prevenir y Sancionar la Tortura,19 y la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer —Convención Belém do Pará—.20

Un instrumento indispensable para la interpretación de los tratados en 
el sistema interamericano de protección de los derechos humanos es el 
Conjunto de Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Per-
sonas Privadas de Libertad en las Américas, los cuales fueron adoptados 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en marzo 
de 2008, dentro del marco de su 131o. periodo ordinario de sesiones. De 
estos Principios es importante destacar el IX, que hace alusión al ingreso, 
registro y examen médico de la persona que llega por primera vez a pri-
sión; el principio XIX, que determina la separación por categorías de las 
personas privadas de libertad, ya que éstas deben ser alojadas en distintas 
secciones del centro penitenciario, según el sexo, la edad, la necesidad de 
protección de su vida e integridad personal y las necesidades especiales 
de atención, y el principio XXI, donde se refiere que los registros corpora-

19 Aprobada por la OEA en diciembre de 1985, adoptada por Colombia el 28 de 
octubre de 1997 mediante la Ley 409 de 1997, promulgada por el Congreso de la República 
el 15 de octubre de 1999 mediante el Decreto 2056 de 1999, según el Diario Oficial. Entró 
en vigor el 18 de febrero de 1999.

20 Adoptada por la OEA en junio de 1994 y por Colombia el 29 de diciembre de 1995 
mediante la Ley 295 de 1995, Convención a la cual la Corte Constitucional le realizó 
control constitucional a través de la Sentencia C-408 de 1996.

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18583



GUERRERO / RUIZ / COMPARANDO LA PROTECCIÓN DE LA IDENTIDAD...192

Cuestiones Constitucionales, Núm. 49, Julio-Diciembre 2023 
ISSN: 2448-4881

les de las personas privadas de libertad y de los visitantes deben ser practi-
cados en condiciones de higiene por un persona calificada del mismo sexo, 
siempre en respeto de la dignidad humana.

Los anteriores principios y reglas han sido utilizados como pautas de 
interpretación de contenido y alcance de las disposiciones de los diver-
sos tratados que hacen alusión a las personas privadas de libertad. De 
acuerdo con la Corte Constitucional de Colombia, estos instrumentos for-
man parte del derecho progresivo, también llamado soft law, por lo que no 
son criterios estrictamente vinculantes para los Estados, pero sí relevantes 
para la interpretación del derecho constitucional de los derechos humanos 
(Sentencia C-659), e imprescindibles al momento de adoptar decisiones 
razonables y justificadas a la luz del sistema de fuentes del derecho inter-
nacional (Sentencia T-235).

3. Informes relevantes de organismos internacionales

En atención a los anteriores instrumentos del derecho internacional de 
los derechos humanos que enfáticamente señalan la protección de los de-
rechos de la población LGBTI privada de la libertad y ante su inobservan-
cia en el plano práctico al momento de su asignación carcelaria, distintos 
organismos internacionales han llamado la atención a los Estados sobre 
la necesidad de garantizar la participación de las personas trans, especial-
mente de las mujeres trans, en la decisión sobre su alojamiento al interior 
de los centros de reclusión. Así quedó expresado en el principio 9, literal 
c, de los Principios de Yogyakarta.

La Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito ha des-
tacado que en la mayoría de los Estados no existen políticas orientadas a 
las autoridades penitenciarias para guiar su labor respecto a las necesida-
des especiales de las personas homosexuales, bisexuales y transexuales 
privadas de libertad. Esta organización ha puesto énfasis en que las ins-
tituciones de reclusión deben partir del principio esencial de distribución 
y alojamiento; es decir, las personas trans deben ser ubicadas en espacios 
donde se preserve su seguridad, y deben ser incluidas en la decisión sobre 
su ubicación (UNODC, 2009, pp. 105-116). De lo contrario, como lo ha 
estipulado la mencionada organización, las autoridades penitenciarias de 
forma unilateral continuarán vulnerando el principio de dignidad huma-
na y el reconocimiento de la identidad de género de las personas trans, 
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al asignar su distribución bajo criterios biorregulatorios, como lo son el 
sexo de nacimiento y las cirugías de reasignación de sexo.

Las organizaciones Reforma Penal Internacional y Asociación para la 
Prevención de la Tortura (2013) han expresado que las decisiones de co-
locación y protección de las mujeres trans que se encuentran en detención 
deben ser tomadas a partir de su consentimiento informado. Ambas orga-
nizaciones acentuaron como buena práctica la forma en que la prisión del 
condado de Cook (estado de Illinois en Estados Unidos) introdujo una 
política para las personas transgénero detenidas, la cual consistió en la 
creación de un comité de identidad de género que periódicamente se reúne 
para revisar los planes respecto a cada persona trans privada de libertad, 
además de analizar su ubicación en la estructura de hombres y de mujeres 
(Reforma Penal Internacional y Asociación para la Prevención de la Tor-
tura, 2013). Esta política demuestra que, por un lado, se requiere voluntad 
por parte de las autoridades penitenciarias y de los mismos Estados para 
buscar transformar las dinámicas al interior de las prisiones, y por el otro, 
que es posible mejorar las condiciones penitenciarias de las mujeres trans 
mediante el respeto de estándares internacionales.

En igual sintonía, el Relator Especial de la ONU sobre la Tortura y 
otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes ha recomendado 
que no sólo se debe tener en cuenta la elección y la identidad de género 
de las personas antes de su encarcelamiento, sino que se les deben facili-
tar oportunidades para que puedan apelar y/o controvertir las decisiones 
de las autoridades penitenciarias sobre su ubicación (Informe del Relator 
Especial, 2009). Por su parte, la Relatora Especial de la ONU sobre Eje-
cuciones Extrajudiciales, Sumarias o Arbitrarias, al referirse a la adopción 
de un enfoque de género respecto de las ejecuciones arbitrarias, señaló 
que las autoridades penitenciarias en el momento de la asignación de una 
persona transgénero a la estructura de hombres o de mujeres deben con-
sultar con la persona en cuestión y considerar las condiciones particulares 
del caso, siempre priorizando su seguridad y los deseos particulares de la 
persona (ONU, 2017).

Por último, junto a los instrumentos convencionales de carácter univer-
sal y regional antes revisados, existe un conjunto nutrido de resoluciones 
y jurisprudencia del Comité de Naciones Unidas y de la Corte Interame-
ricana (Ruiz y Guerrero, 2022), que igualmente son necesarias tener pre-
sente porque son de observancia obligatoria para los Estados. De hecho, 
la CIDH ha exhortado a los Estados parte a desarrollar políticas y directri-
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ces integrales diferenciadas para el trato adecuado de las personas LGBTI 
privadas de libertad (CIDH, 2015). Su interés y llamamiento deriva de la 
situación de vulnerabilidad de las personas trans en los establecimientos 
de reclusión; de la necesidad de adoptar medidas para asegurar la partici-
pación de las personas trans en las decisiones relativas a la asignación de 
su alojamiento en los contextos de encierro; de insistir que el método de la 
privación de la libertad no debe exceder el nivel de sufrimiento inherente 
a la reclusión y de la urgencia de respetar en todo momento la dignidad 
humana.

v. marCo jurídiCo de ProteCCión de los dereCHos 
de las Personas trans Privadas 

de la libertad en Colombia

En el sistema colombiano, el marco jurídico que protege a las personas pri-
vadas de la libertad parte de la Constitución Política de Colombia de 1991, 
donde se ampara el derecho a la libertad, a no ser sometido a tratos o penas 
crueles, inhumanos o degradantes, y se expresan las garantías en favor 
de las personas detenidas y juzgadas. Para el caso de las personas trans pri-
vadas de libertad en los establecimientos carcelarios colombianos, el res-
peto a sus derechos deviene del reconocimiento de su personalidad jurídica 
y de la seguridad para el libre desarrollo de su personalidad, como también 
del respeto a su honra; derechos que son tutelados tanto en la Constitución 
como en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

En el ámbito de la legislación nacional, se encuentra la Ley 65 de 1993, 
que comprende el Código Penitenciario y Carcelario. En esta disposición 
legal, que se modificó mediante la Ley 1709 de 2014, fue incorporado un 
principio fundamental para la protección de los derechos de las personas 
trans privadas de la libertad. Se trata del principio de enfoque diferencial, 
que reconoce la existencia de poblaciones con características particulares 
en razón a su identidad de género y orientación sexual. A raíz de este prin-
cipio, todas las medidas penitenciarias deben partir del desarrollo de un 
enfoque diferencial (Ley 65, artículo 3o.).

Por otro lado, la Resolución 006349 de 2016 (actual Reglamento Gene-
ral de los Establecimientos de Reclusión del Orden Nacional —ERON— a 
cargo del INPEC) modificó el Acuerdo 011 de 1995, que funcionaba como 
antiguo reglamento general. La actualización se debió al cumplimiento 
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de la obligación del Estado colombiano por la aprobación del Informe 
3/14 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el caso de 
Marta Lucía Álvarez Giraldo (Defensoría del Pueblo, 2020), donde la Co-
misión llegó a la conclusión de que las autoridades penitenciarias colom-
bianas vulneraron el derecho a la igualdad ante la ley consagrado en el 
artículo 24 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 y 2 
de la misma, al habérsele negado el derecho a la visita íntima a Marta Lu-
cía Álvarez Giraldo respecto de su compañera sentimental. Negativa que 
según la CIDH “fue fundada en estereotipos negativos sociales asociados 
al ejercicio de la sexualidad por parte de las mujeres” (Comisión Interame-
ricana de Derechos Humanos, Informe 122/18, párr. 173).

Una medida administrativa medular que articuló distintos pronuncia-
mientos jurisprudenciales en torno a la orientación sexual y a la identi-
dad de género de las personas privadas de libertad fue la expedición de la 
Dirección General del INPEC de la Directiva Permanente 0010 de 2011 
respecto a las personas LGBTI en los establecimientos de reclusión del 
orden nacional. De acuerdo con la Defensoría del Pueblo (2020), la direc-
tiva reguló aspectos como el derecho a la visita íntima en condiciones de 
igualdad para las personas de la población LGBTI, el derecho que tenían 
las personas de ingresar los elementos que fueran necesarios para la rea-
firmación de su identidad, y señaló la prohibición de cualquier forma de 
discriminación basada en la orientación sexual o identidad de género de la 
población privada de libertad. Asimismo, el 12 de julio de 2011 el Insti-
tuto Nacional Penitenciario y Carcelario emitió la Directiva Permanente 
000112, con objeto de crear una política institucional de respeto, promo-
ción y protección de los derechos humanos al interior de los estableci-
mientos y de la institución (Defensoría del Pueblo, 2020).

Donde se puede observar de forma más amplia que la protección de los 
derechos de las personas trans privadas de libertad y de la población con 
orientación sexual e identidad de género diversa es a nivel jurispruden-
cial (Ruiz y Guerrero, 2022). La razón es que la Corte Constitucional de 
Colombia expresó en la Sentencia T-062 que la protección de la identidad 
y la opción sexual son consecuencia del principio de dignidad humana. 
Además, esta Sentencia es vital porque en ella se señaló que los derechos 
a la dignidad humana, el libre desarrollo de la personalidad y la igualdad 
no eran objeto de suspensión por el hecho de la privación de la libertad. 
Por el contrario, a raíz de la relación de especial sujeción que surge en-
tre las personas privadas de libertad y el Estado, éste tiene la obligación 
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de garantizar a las personas con orientación sexual e identidad de género 
diversa, la seguridad de poder ejercer derechos y manifestar libremente 
su identidad, sin que las sanciones impuestas conlleven la pérdida en el 
ejercicio de sus derechos.

La misma situación ocurrió en la Sentencia T-388 de 2013. Decisión don-
de la Corte declaró por segunda vez el estado de cosas inconstitucional 
del sistema penitenciario y carcelario, e hizo hincapié en la existencia de 
poblaciones que requerían mayor amparo que otras (personas LGBTI, 
mujeres, niñas y niños, personas en condición de discapacidad, afrodes-
cendientes, indígenas, adultos mayores y los extranjeros), en función de 
ser grupos de especial protección constitucional. En la misma sentencia 
se estableció la necesidad de producir una reforma del sistema penitencia-
rio y carcelario que incluyera un enfoque diferencial para proteger a las 
personas sujetas a especial protección constitucional (Sentencia T-388).

Posteriormente, en la Sentencia T-099 de 2015, la Corte Constitucional 
realizó una declaración importante para la protección de los derechos de 
las personas trans, al considerar que

La clasificación clásica y binaria entre hombre y mujer responde a una cons-
trucción cultural que debe ser revaluada a partir de, entre otros, los conceptos 
de identidad de género y orientación sexual. Esto, con el fin de abandonar 
estereotipos arraigados en la sociedad que tienen el potencial de generar 
una discriminación sistemática (Sentencia T-099, párr. 39).

En el fallo, además, se expresó que la identidad de género y la orienta-
ción sexual eran consideradas manifestaciones legítimas del ser humano, 
de ahí que las autoridades tuvieran la obligación de protegerlas, evitando 
realizar acciones invasivas, como revisiones físicas y, sin excepción, partir 
del respeto al autorreconocimiento de las personas.

De manera sistemática, y en sintonía con los criterios previos, la Sen-
tencia T-762 de 2015 reafirmó la declaración del estado de cosas incons-
titucional del sistema penitenciario y carcelario que había sido determi-
nado en 2013. No obstante, algo singular de la sentencia fue ordenar a la 
Defensoría del Pueblo y al Ministerio de Justicia y del Derecho para que 
conformara un comité interdisciplinario que estructurara normas técnicas 
sobre la privación de la libertad, con base en la aplicación de un enfoque 
diferencial frente a las necesidades de la población LGBTI privada de la 
libertad (Sentencia T-762, párr. 109).
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En relación con la protección del nombre como un elemento funda-
mental para afianzar la identidad de las personas, la Corte dispuso en la 
Sentencia T-363 de 2016, que para quienes sostenían procesos de reafir-
mación de su identidad de género, las decisiones sobre el nombre estaban 
dirigidas a fijar su individualidad y expresar su autodeterminación. Así, 
las decisiones de las personas trans frente a su nombre debían ser respeta-
das tanto por las autoridades como por la sociedad en general, por lo que 
las exigencias sociales, legales, administrativas o judiciales dirigidas a las 
personas trans para modificar sus nombres eran inadmisibles (Sentencia 
T-363, párr. 27). La sentencia es de vital importancia, porque señaló que 
el respeto al reconocimiento de la identidad de género no depende de la 
modificación administrativa de los documentos de las personas, debido a 
que el proceso de reafirmación identitaria implica la libertad para no rea-
lizar dichos procedimientos, sin que ello coarte el respeto a su identidad 
individual (Sentencia T-363, párr. 28).

Por último, en la Sentencia T-720 de 2017, la Corte Constitucional su-
brayó que las personas privadas de libertad son titulares de algunos de-
rechos con el carácter de intocables, ya que los mismos se deducen de 
la dignidad del ser, de modo que su restricción desdibujaría la naturale-
za humanista de la Constitución de 1991. Entre los derechos que tienen 
esta índole se encuentran la vida, la integridad personal física y moral, la 
libertad de culto, la libertad para escoger profesión u oficio, el derecho al 
debido proceso judicial y administrativo, el derecho de petición, el dere-
cho a la salud, el derecho a la igualdad y el reconocimiento de la perso-
nalidad jurídica (Sentencia T-720, párr. 2). Por lo anterior, la identidad de 
género de las mujeres trans privadas de la libertad debe ser protegida por 
las autoridades penitenciarias, quienes están en la obligación de respetar el 
autorreconocimiento que cada persona realice de su género.

vi. marCo jurídiCo de ProteCCión de los dereCHos 
de las Personas trans Privadas 

de la libertad en méxiCo

En México hay ciertas similitudes con Colombia en lo que respecta al mar-
co jurídico nacional que ampara los derechos de las mujeres trans privadas 
de la libertad, y no sólo porque ambos países reconocieron y firmaron la 
competencia contenciosa de la Corte Interamericana, y por lo tanto tienen 
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la obligación de armonizar sus legislaciones nacionales en función de los 
estándares de derechos humanos y observar su jurisprudencia, sino porque 
comparten algunos rasgos en el diseño institucional que han decantado en 
la protección de derechos humanos en el plano formal.

El marco nacional de México también parte de su Constitución Política, 
que prescribe toda discriminación motivada por cualquier tipo de origen 
étnico o nacional, de género, edad, discapacidad, condicional social, pre-
ferencia sexual, estado civil o cualquiera que atente contra la dignidad 
humana, sus derechos o libertades (CPEUM, artículo 1o.). En el mismo or-
denamiento se encuentran importantes directrices que protegen a las mu-
jeres trans privadas de su libertad, y es que en el numeral 18, que hace 
referencia al sistema penitenciario, se determina su organización sobre la 
base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para 
el mismo, la educación, la salud y el deporte, como medios para lograr la 
reinserción del sentenciado a la sociedad.

Como se puede advertir, no es necesaria la creación de nuevas leyes 
para garantizar la vigencia mínima de los derechos de las personas LGB-
TI en prisión; sólo depende de la correcta aplicación de los derechos ya 
reconocidos para que su situación se transforme de manera adecuada. La 
Ley Nacional de Ejecución Penal, en sintonía con la Constitución Política, 
señala que las personas privadas de la libertad deben recibir:

Un trato digno del personal penitenciario sin diferencias fundadas en 
prejuicios por razón de género, origen étnico o nacional, sexo, edad, dis-
capacidades, condición social, posición económica, condiciones de salud, 
religión, opiniones, preferencias sexuales o identidad de género, estado 
civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana (artículo 9o.).

En armonía y como complemento de los anteriores ordenamientos, la 
Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación establece que por 
discriminación se entiende

...toda distinción, exclusión, restricción o preferencia que, por acción u omi-
sión, con intención o sin ella… tenga por objeto o resultado obstaculizar, 
restringir, impedir, menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejerci-
cio de los derechos humanos y libertades, cuando se base en… el sexo, el 
género… las preferencias sexuales (artículo 1o.).
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Un último ordenamiento en México que recorre esta preocupación de 
eliminar las formas de discriminación es la Ley General de Acceso de las 
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que además obliga en conjunto a 
la Federación, a los estados y a los municipios del país que coordinen es-
fuerzos para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres 
sin discriminación alguna, considerando sus preferencias sexuales.

Junto a los ordenamientos existe un par de protocolos que apuntan a la 
protección de los derechos humanos de las mujeres trans. De ellos se des-
taca el Protocolo de Actuación para el Personal de las Instancias de Procu-
ración de Justicia del País, en Casos que Involucren la Orientación Sexual 
o la Identidad de Género. Este Protocolo es un esfuerzo en términos de 
ofrecer orientaciones claras sobre el tratamiento que deben dar las autori-
dades de procuración e impartición de justicia cuando están involucradas 
en los procesos de investigación, denuncia o cualquier actividad personas 
con orientación e identidad de género diversa.

Por último, en el plano jurisprudencial encontramos una diferencia im-
portante con Colombia. Esto se debe a que en los tribunales mexicanos no 
se cuenta con un desarrollo o criterios de la magnitud de ese país. Ahora 
bien, esto es entendible porque, como se sabe, la reforma en materia de de-
rechos humanos se instituyó desde 1991 en Colombia, y tras ella, su Corte 
Constitucional se convirtió en un referente en la región en materia de pro-
tección a los derechos humanos, mientras que en México la incorporación 
del derecho internacional de los derechos humanos a la Constitución ape-
nas cumplió diez años en junio de 2021.

Con independencia de esta situación, un caso que resolvió la Suprema 
Corte de Justicia en México donde se garantizó la identidad de género 
fue el Amparo en Revisión 1317/2017, el cual versó sobre la negativa del 
Registro Civil del estado de Veracruz de realizar una adecuación al acta de 
nacimiento de una persona en función de la identidad de género autoper-
cibida, porque la legislación estipulaba que el trámite debía realizarse por 
la vía judicial. En esa ocasión, la Corte modificó la sentencia recurrida y 
concedió el amparo a la parte quejosa porque “la identidad de género es un 
elemento constitutivo y constituyente de la identidad de las personas, por 
lo que su reconocimiento por parte del Estado resulta de vital importancia 
para garantizar el pleno goce de los derechos humanos de las personas 
trans” (Amparo en Revisión 1317/2017).

http://www.juridicas.unam.mx/
Esta revista forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv https://revistas.juridicas.unam.mx/

Universidad Nacional Autónoma de México, IIJ-BJV, 2023 
https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/issue/archive

DOI: https://doi.org/10.22201/iij.24484881e.2023.49.18583



GUERRERO / RUIZ / COMPARANDO LA PROTECCIÓN DE LA IDENTIDAD...200

Cuestiones Constitucionales, Núm. 49, Julio-Diciembre 2023 
ISSN: 2448-4881

vii. ConClusiones

En el plano formal, Colombia y México están obligados a aplicar el marco 
internacional de los derechos humanos que protege los derechos de las 
mujeres trans privadas de la libertad. No obstante, luego del análisis de la 
situación carcelaria en ambas realidades nacionales, se puede confirmar 
que esta obligación presenta una profunda inobservancia en ambos paí-
ses. Y es que tanto en Colombia como en México el principal criterio de 
asignación carcelaria que se pone en práctica es el sexo; criterio que no 
considera los estándares de derechos humanos en lo que corresponde a la 
población LGBTI ni los alcances de la identidad de género como factores 
determinantes a observarse cuando se va a ingresar a prisión a cualquier 
persona trans, lo cual genera una inacabada reproducción de las dinámicas 
sociales en torno a la construcción del género y la sexualidad, que están 
acentuadas en la sociedad.

Lo anterior no significa que en Colombia y México se carezca de leyes 
nacionales para garantizar los derechos humanos de las mujeres trans; por 
el contrario, en ambos casos, según lo hemos mostrado a lo largo del traba-
jo, las hay. Sólo que en ambas realidades la diferencia entre el derecho es-
crito y el derecho en la práctica para este grupo social es abismal. Tal vez, 
una salida en el acceso a la justicia pueda surgir del mismo activismo trans 
que en otras experiencias han demostrado alcances importantes impul-
sado iniciativas (Maldonado y Guerrero, 2022).

Por otro lado, del estudio se advierte la urgencia para que las autorida-
des penitenciarias de Colombia y México adopten protocolos específicos 
que protejan a las personas trans, así como la creación de instrumentos 
diferenciados que garanticen la dignidad humana de mujeres lesbianas, 
trans, bisexuales, hombres gays, trans y bisexuales en prisión. Al respecto, 
la ONU desde hace más de una década ha denunciado los altos riesgos que 
supone la asignación automática de mujeres trans en cárceles de hombres; 
por eso la Red Internacional para el Trabajo de Personas Privadas de Liber-
tad LGBTI “Corpora en Libertad”, ha recomendado que la decisión acerca 
del alojamiento de las personas trans siga criterios de identidad, seguridad, 
riesgos y preferencia de la misma población trans (Informe sobre la Si-
tuación de los Derechos Humanos de las Personas LGBT+ Privadas de la 
Libertad en América, 2018).
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Se observa, además, la necesidad de que los Estados adopten y hagan 
realidad el enfoque diferencial para la protección de la identidad de géne-
ro de las personas privadas de la libertad, enfoque que debe ser puesto en 
práctica desde el ingreso y durante todo el tratamiento penitenciario. De 
ahí que la capacitación en género de las autoridades penitenciarias se con-
vierta en una necesidad urgente para definir el espacio de alojamiento de 
las mujeres trans con base en estándares internacionales. Sobre todo en 
el nivel del consentimiento y consulta previa requeridos de las personas 
LGBTI, con mayor énfasis en el caso de las mujeres trans detenidas, a 
quienes se les debe tomar parecer en la decisión sobre la ubicación dentro 
de los establecimientos carcelarios (Asociación para la Prevención de la 
Tortura, 2019).

Otra conclusión importante que se desprende del trabajo es que si las 
prisiones causan sufrimiento a las personas privadas de su libertad, el cas-
tigo es mayor para quienes su identidad de género no se ajusta a la cons-
trucción social aceptada como “normal”. Por esa razón, es apremiante que 
la identidad de género como categoría esencial del desarrollo de las per-
sonas trans se observe a cabalidad en todos los centros penitenciarios que 
atraviesan la geografía colombiana y mexicana. Su correcta observancia 
permitirá que las mujeres trans privadas de la libertad habiten en su es-
tancia en prisión en espacios donde se garantice su seguridad personal, 
sin imposiciones que atenten contra sus proyectos de vida privada, autono-
mía, personalidad jurídica y de su amplio significado de ser.

Un aprendizaje final que deja la evaluación de la situación de las muje-
res trans privadas de su libertad en Colombia y México es que tanto el re-
conocimiento como el derecho de ejercer la identidad de género no deben 
ser limitados en ningún contexto, incluida la cárcel, y por eso en ninguno 
de los dos países es necesaria la creación de nuevas leyes para proteger o 
garantizarla. Se requiere que las autoridades penitenciarias y las personas 
funcionarias públicas se capaciten y apliquen criterios en materia de dere-
chos humanos, para que al momento de ejercer sus funciones materialicen 
los estándares internacionales que enmarcan las obligaciones de los Esta-
dos hacia las personas privadas de la libertad, lo que permitiría, al menos 
idealmente, que las cárceles no sigan siendo lugares donde se reproduzcan 
las desigualdades, se reafirmen los estereotipos de género y se restrinjan las 
expresiones del ser.
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